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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN Y DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA A LA MINUTA CON PROYECTO 
DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN INCISO H) AL NUMERAL 
1 DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS 
DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. 
 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 
A las Comisiones Unidas de Gobernación y Estudios Legislativos, Segunda 
de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, les fue turnada la 
Minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona un inciso h) al numeral 
1 del artículo 10 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral.  
 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 85, 86, 89, 94 y 103 de la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 113, 
114, 117, 135, 136, 150, 178, 182, 186, 187, 188, 190, 191 y demás relativos 
y aplicables del Reglamento del Senado de la República, estas Comisiones 
Unidas, someten a la consideración del Pleno de esa Honorable Asamblea 
el Dictamen que han formulado al tenor de la siguiente: 
  
 

METODOLOGÍA 
 

La metodología del presente dictamen atiende al orden de las fases que 
enseguida se detallan:  
 

I. En el apartado “ANTECEDENTES”, se da constancia del trámite de 
inicio del proceso legislativo y de la recepción del turno para la 
elaboración del presente Dictamen. 
 

II. En el apartado “OBJETO Y DESCRIPCIÓN DE LA MINUTA”, se 
presentan los términos, sentido y alcance de la minuta. 
 

III. En el apartado “CONSIDERACIONES”, se expresan los argumentos 
y razonamientos que sustentan el sentido del presente Dictamen. 
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IV. En el apartado denominado “TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN 
TRANSITORIO”, se da cuenta del Proyecto de Decreto aprobado por 
las Comisiones Unidas. 
 

I. ANTECEDENTES 
 

1. En fecha 1º de marzo de 2022, la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, turnó al Senado de la República, 
el expediente con la Minuta con proyecto de decreto por el que se 
adiciona un inciso h) al numeral 1 del artículo 10 de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
 

2. La Mesa Directiva del Senado de la República dictó su turno a las 
Comisiones Unidas de Gobernación y de Estudios Legislativos, 
Segunda. 
 

3. La minuta se deriva de una iniciativa presentada por los Diputados 
Sergio Carlos Gutiérrez Luna, MORENA, José Gerardo Rodolfo 
Fernández Noroña, PT, Rubén Ignacio Moreira Valdez y Marco 
Antonio Mendoza Bustamante, PRI, el 3 de febrero de 2022.  
 
 

II. OBJETO Y DESCRIPCIÓN DE LA MINUTA 
 
La minuta propone adicionar una causal de improcedencia de los medios de 
impugnación previstos en la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, cuando se pretenda impugnar cualquier 
acto parlamentario del Congreso de la Unión, su Comisión Permanente o 
cualquiera de sus Cámaras, emitido por sus órganos de gobierno, como los 
concernientes a la integración, organización y funcionamiento internos de 
sus órganos y comisiones legislativas. 
 
Para una mayor claridad, se presenta el siguiente cuadro comparativo:  
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TEXTO VIGENTE TEXTO MINUTA 

LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN 
MATERIA ELECTORAL 

Artículo 10.  
1. Los medios de impugnación 
previstos en esta ley serán 
improcedentes en los siguientes 
casos: 
 
a) a e) … 
 
f) Cuando en el medio de 
impugnación se solicite, en forma 
exclusiva, la no aplicación de una 
norma general en materia electoral, 
cuya validez haya sido declarada 
por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en los términos de la 
fracción II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 
 
g) Cuando se pretenda impugnar 
resoluciones dictadas por las Salas 
del Tribunal en los medios de 
impugnación que son de su 
exclusiva competencia. 
 
 

Artículo 10.  
1. … 
 
 
 
 
a) a e) … 
 
f) Cuando en el medio de 
impugnación se solicite, en forma 
exclusiva, la no aplicación de una 
norma general en materia electoral, 
cuya validez haya sido declarada 
por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en los términos de la 
fracción II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 
 
g) Cuando se pretenda impugnar 
resoluciones dictadas por las Salas 
del Tribunal en los medios de 
impugnación que son de su 
exclusiva competencia, y 
 
h) Cuando se pretenda impugnar 
cualquier acto parlamentario del 
Congreso de la Unión, su 
Comisión Permanente o 
cualquiera de sus Cámaras, 
emitido por sus órganos de 
gobierno, como los 
concernientes a la integración, 
organización y funcionamiento 
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TEXTO VIGENTE TEXTO MINUTA 

LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN 
MATERIA ELECTORAL 

internos de sus órganos y 
comisiones legislativas.  
 

 Transitorio 

 Único. El presente Decreto entrará 
en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

 
Los autores de la iniciativa fundamentan su propuesta bajo los siguientes 
argumentos: 
 

La iniciativa tiene por objeto circunscribir el ejercicio de la 
jurisdicción electoral al conocimiento de los asuntos que la 
Constitución Federal le reserva con ocasión de la impugnación de 
elecciones, actos y resoluciones de autoridades electorales, 
protección de derechos político electorales de los ciudadanos, 
conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación y/o el Instituto Nacional Electoral 
y sus servidores públicos, así como control de convencionalidad 
y control difuso de la constitucionalidad de leyes electorales. 
 
Se trata de asegurar que el ejercicio de la jurisdicción electoral se 
mantenga deferente al principio de división de poderes y al 
sistema constitucional de medios de impugnación en materia 
electoral. Para ello se propone excluir de la competencia del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, mediante 
una nueva causa de improcedencia de los medios de 
impugnación, el escrutinio de actos parlamentarios del Congreso 
de la Unión, de su Comisión Permanente, o de cada una de sus 
Cámaras, emitidos por sus órganos de gobierno, cuya finalidad 
sea la integración, organización y funcionamiento internos de sus 
órganos y comisiones legislativas. 
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A 25 años de su creación el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación ha evolucionado y robustecido sus 
competencias constitucionales para erigirse en la máxima 
autoridad jurisdiccional en materia electoral en nuestro país. Esta 
evolución, sin embargo, ha sido acompañada de una línea y 
doctrina jurisprudencial respetuosa del principio de división de 
poderes. 
 
El respeto al principio de la división de poderes se materializa en 
un régimen constitucional y legal de espacios libres de escrutinio, 
revisión, veto o sanción por parte de otros órganos del Estado 
respecto de actos específicos usualmente identificados como 
actos políticos o de gobierno. 
 
En la teoría, esta interacción consolida el concepto de 
gobernanza. Sin embargo, es necesario mencionar, que su 
instrumentación únicamente contempla el equilibrio de poderes 
en sistemas democráticos y procesos de participación que buscan 
un esquema de gobierno compartido entre lo público y lo privado. 
 
Para que pueda desarrollarse de manera plena, se requiere de 
institucionalidad en los poderes públicos, sistemas de justicia, 
libre mercado, sociedad civil y un régimen fluido de relaciones 
entre las instituciones que fijan estos criterios. En este sentido, la 
división de poderes debe responder a las necesidades del modelo 
de pluralidad y cambio político, donde la toma de decisiones debe 
ser distribuida para equilibrar las responsabilidades y también, 
para hacer partícipe a la ciudadanía de los resultados. 
 
En el caso del Poder Legislativo son diversos los actos 
provenientes del Congreso de la Unión, de su Comisión 
Permanente o de sus Cámaras, que se encuentran excluidos del 
juego de pesos y contrapesos constitucionales. 
 
Así, por ejemplo, en el artículo 70 de nuestra Constitución Federal 
se establece claramente que la ley que expida el Congreso de la 
Unión para regular su estructura y funcionamiento internos, esto 
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es, la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, a diferencia de cualquier otra ley, no podrá ser vetada 
ni necesitará de promulgación del Ejecutivo federal para su 
vigencia. 
 
Frente al escrutinio judicial existen también actos legislativos que 
se encuentran excluidos del mismo o sujetos a deferencia, de 
acuerdo con normas constitucionales, legales o criterios de 
carácter jurisdiccional. 
 
A nivel constitucional, por ejemplo, se prevé en los artículos 110 
y 111 que las declaraciones y resoluciones en materia de juicio 
político y de declaración de procedencia, de las Cámaras de 
Diputados y de Senadores, son inatacables. 
 
A nivel legal, el artículo 61, fracción V, de la Ley de Amparo, prevé 
la improcedencia del juicio de amparo contra actos del Congreso 
de la Unión, su Comisión Permanente o cualquiera de sus 
cámaras en procedimiento de colaboración con los otros poderes 
que objeten o no ratifiquen nombramientos o designaciones para 
ocupar cargos, empleos o comisiones en entidades o 
dependencias de la administración pública federal, centralizada o 
descentralizada, órganos dotados de autonomía constitucional u 
órganos jurisdiccionales de cualquier naturaleza. 
 
Al respecto, el artículo 41, fracción VI, de la Constitución Federal 
es claro al prescribir que el sistema de medios de impugnación en 
materia electoral se erige para garantizar los principios de 
constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones 
electorales, incluidos los relativos a los procesos de consulta 
popular y de revocación de mandato; que dicho sistema dará 
definitividad a las distintas etapas de los procesos electorales, y 
que garantizará la protección de los derechos políticos de los 
ciudadanos de votar, ser votados y de asociación. 
 
De lo anterior se desprende que el sistema de medios de 
impugnación en materia electoral tiene un nivel de escrutinio 
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acotado. Así, frente al principio de división de poderes, por 
ejemplo, la jurisdicción electoral carece de competencia para 
revisar la constitucionalidad y legalidad de actos parlamentarios 
emitidos por sus órganos de gobierno que se refieran a la 
integración, organización y funcionamiento interno de sus 
órganos y comisiones legislativas. 
 
Esta era justamente la línea jurisprudencial de deferencia que la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación había construido frente a actos parlamentarios del 
Poder Legislativo, a saber: la exclusión de los actos políticos de 
carácter parlamentario, de la tutela del derecho político-electoral 
a ser votado. 
 
En la Jurisprudencia 34/2013, la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sesión pública 
celebrada el doce de septiembre de dos mil trece, aprobó por 
unanimidad de seis votos el criterio que a continuación se cita y 
lo declaró formalmente obligatorio. 
 
Derecho político-electoral de ser votado. Su tutela excluye los 
actos políticos correspondientes al derecho parlamentario.- La 
interpretación de los artículos 35, fracción II, 39, 41, primero y 
segundo párrafos, 115, fracción I y 116, párrafo primero, fracción 
I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
lleva a establecer que el objeto del derecho político-e lectoral de 
ser votado, implica para el ciudadano, dentro de un marco de 
igualdad, tanto la posibilidad de contender como candidato a un 
cargo público de elección popular, como ser proclamado electo 
conforme con la votación emitida, lo mismo que acceder al cargo, 
aspectos que constituyen el bien protegido o tutelado 
jurídicamente por el ordenamiento. El derecho de acceso al cargo 
se agota, precisamente, en el establecimiento de las garantías y 
condiciones de igualdad para ocupar el cargo y para el ejercicio 
de la función pública correspondiente. Sin embargo, este derecho 
no comprende otros aspectos que no sean connaturales al cargo 
para el cual fue proclamado, ni se refiere a situaciones jurídicas 
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derivadas o indirectas de las funciones materiales desempeñadas 
por el servidor público. Por tanto, se excluyen de la tutela del 
derecho político-electoral de ser votado, los actos políticos 
correspondientes al derecho parlamentario, como los 
concernientes a la actuación y organización interna de los 
órganos legislativos, ya sea por la actividad individual de sus 
miembros, o bien, por la que desarrollan en conjunto a través de 
fracciones parlamentarias o en la integración y funcionamiento de 
las comisiones, porque tales actos están esencial y materialmente 
desvinculados de los elementos o componentes del objeto del 
derecho político-electoral de ser votado . 
 
De la misma forma, en la Jurisprudencia 44/2014, la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en 
sesión pública celebrada el veintinueve de octubre de dos mil 
catorce, aprobó por unanimidad de cinco votos la jurisprudencia 
que se transcribe a continuación y la declaró formalmente 
obligatoria. 
 
Comisiones legislativas. Su integración se regula por el derecho 
parlamentario.- La interpretación de los artículos 35, fracción II; 
39; 41, primero y segundo párrafos; 116, párrafo primero, fracción 
I, y 115, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos lleva a establecer, que el objeto del derecho a 
ser votado, implica para el ciudadano tanto la posibilidad de 
contender como candidato a un cargo público de elección popular, 
como ser proclamado electo conforme con la votación emitida, lo 
mismo que acceder al cargo. En ese tenor, la integración de las 
comisiones legislativas no involucra aspectos relacionados 
directa e inmediatamente con el derecho político electoral de ser 
votado de los actores, toda vez que no incide en los aspectos 
concernientes a la elección, proclamación o acceso al cargo, por 
lo que se regula por el derecho parlamentario administrativo. En 
esa virtud, como la designación de los miembros de las 
comisiones legislativas es un acto que incide exclusivamente en 
el ámbito parlamentario administrativo, por estar relacionada con 
el funcionamiento y desahogo de las actividades internas de los 
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Congresos, no viola los derechos político-electorales del 
ciudadano en las modalidades de acceso y ejercicio efectivo del 
cargo ni en el de participación en la vida política del país. 
 
Lo cierto es que tal y como lo describen los distintos precedentes 
que dieron lugar a la emisión de la línea jurisprudencial de 
deferencia, el derecho parlamentario administrativo comprende el 
conjunto de normas que regulan las actividades internas de los 
órganos legislativos, respecto a la organización, funcionamiento, 
división de trabajo, desahogo de tareas, ejercicio de las 
atribuciones, deberes, privilegios de los integrantes, así como a 
las relaciones entre los grupos políticos parlamentarios y entre las 
diversas Cámaras del Congreso. 
 
Por lo que actos tales como la integración de comisiones, 
sostenía la Sala Superior, no trasciende más allá de la 
organización interna del órgano legislativo, y, por ende, no afecta 
ni puede afectar de manera directa e inmediata los derechos 
político-electorales a ser votado, en las modalidades de acceso y 
ejercicio inherente del cargo o de participación en la vida política 
del país. 
 
Sin embargo, pese a la clara y estricta línea jurisprudencial de 
deferencia frente al derecho parlamentario, de manera 
intempestiva, en sesión pública del 26 de enero de 2022, la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, al resolver los juicios para la protección de los 
derechos político–electorales del ciudadano números SUP-JDC-
1453/2021, SUP-JDC-1455/2021, SUP-JDC-1457/2021, así 
como el Juicio Electoral número SUP-JE-281/2021, abandonó 
dicha línea jurisprudencial sin que mediara una justificación 
sustantiva para ello. 
 
Este cambio de criterio pone en riesgo el principio de división de 
poderes al sujetar a escrutinio judicial actos de carácter político y 
parlamentario atinentes exclusivamente a la esfera competencial 
de integración, organización y funcionamiento internos de los 
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órganos plenarios y de gobierno del Poder Legislativo Federal. 
Ante este contexto, es pertinente considerar que el diseño de los 
mecanismos de solución de demandas, han priorizado el 
equilibrio en determinados roles que se organizan para reproducir 
las interacciones representadas en los órganos legítimos. 
 
En estos términos, el principio de división de poderes se impone 
a todos los poderes y órganos del Estado mexicano en forma 
directa, y reconociendo que en virtud del régimen expreso que 
rige el ejercicio de las facultades y atribuciones de los poderes 
federales, deriva de forma implícita la prohibición de que se prive 
a los mismos de ejercerlas, por lo que resulta indispensable que 
se garantice que cada poder goce de plena independencia con 
relación a las materias que la Constitución les confiere y reserva, 
a efecto de que se hallen en todo momento en la aptitud para ser 
autosuficientes con relación al ejercicio de sus atribuciones, en el 
sentido de que puedan actuar, emitir sus determinaciones y estar 
en condiciones de hacerlas cumplir sin que dichas actividades se 
vean entorpecidas por indebidas intromisiones de parte de otros 
poderes u órganos. 

 
 

III. CONSIDERACIONES 
 

PRIMERA. Con fundamento en lo previsto por los artículos 135, numeral 1, 
fracción I; 182 y 190 del Reglamento del Senado de la República, estas 
Comisiones de Gobernación y de Estudios Legislativos, Segunda resultan 
competentes para dictaminar la minuta con proyecto de decreto descrita en 
el apartado correspondiente del presente dictamen. 
 
SEGUNDA. La Minuta en estudio pretende adicionar una causal de 
improcedencia, respecto de los medios de impugnación en materia electoral, 
cuando se trate de cualquier acto parlamentario del Congreso de la Unión, 
su Comisión Permanente o cualquiera de sus Cámaras, emitido por sus 
órganos de gobierno, como los concernientes a la integración, organización 
y funcionamiento internos de sus órganos y comisiones legislativas, al 
respecto, estas Comisiones Unidas de Gobernación y de Estudios 
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Legislativos, Segunda consideran pertinente señalar que los proponentes 
estimaron necesario legislar sobre la improcedencia de impugnaciones de 
actos propios de naturaleza parlamentaria del Congreso de la Unión, debido 
a que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación determinó revisar actos del ámbito parlamentario, al resolver en 
sesión pública del 26 de enero de 2022 los juicios para la protección de los 
derechos políticos-electorales, que tuvieron origen en las decisiones que 
tomaron tanto la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados 
como la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Senadores, para la 
integración de la Comisión Permanente. En esas sentencias, ordenan a 
ambas Cámaras y a las Juntas de Coordinación Política lo siguiente:  
 

CÁMARA DE DIPUTADOS: “.. en la próxima integración de la 
Comisión Permanente, las diputaciones estén representadas en 
ese órgano bicameral conforme al principio de máxima 
representación efectiva, sustentado en los criterios de 
proporcionalidad y pluralidad”. 
 
CÁMARA DE SENADORES: “… en el ámbito de sus atribuciones, 
establezca en su normativa interna un procedimiento y 
disposiciones para las propuestas de las senadurías que 
integrarán la Comisión Permanente, con base en el principio de 
máxima representación efectiva, sustentado en los criterios de 
proporcionalidad y pluralidad”. 

 
En este sentido, tanto los proponentes como la Comisión Dictaminadora de 
la Colegisladora consideran que la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, invadió el ámbito competencial y se condujo 
de manera ilimitada afectando el equilibrio de poderes que se establece en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Al respecto, estas Comisiones Dictaminadoras coinciden y hacen suyos los 
argumentos esgrimidos por la Colegisladora respecto a que la Sala Superior 
del Tribunal Electoral se condujo de manera ilimitada al revisar las 
decisiones del ámbito parlamentario.  
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TERCERA. Estas Comisiones Dictaminadoras consideran congruente la 
adición propuesta por la Colegisladora, toda vez que la Sala Superior no 
tiene atribuciones en este ámbito con fundamento en lo siguiente: 
 
El artículo 41, fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es claro al establecer que el sistema de medios de impugnación 
en materia electoral se crea para garantizar los principios de 
constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, 
incluidos los relativos a los procesos de consulta popular y de revocación de 
mandato, añade que este sistema dará definitividad a las distintas etapas de 
los procesos electorales, de consulta popular y de revocación de mandato, 
y garantizará la protección de los derechos políticos de los ciudadanos de 
votar, ser votado y de asociación.   
 
Asimismo, el artículo 99 constitucional señala la competencia del Tribunal 
Electoral, que a la letra dice:  
 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e 
inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo 
disponga la ley, sobre: 
 
I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y 
senadores; 
 
II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas 
en única instancia por la Sala Superior. 
 
Las salas Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar 
la nulidad de una elección por las causales que expresamente se 
establezcan en las leyes. 
 
La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas 
las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, 
procediendo a formular, en su caso, la declaración de validez de 
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la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que 
hubiese obtenido el mayor número de votos. 
 
III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad 
electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracciones 
anteriores, que violen normas constitucionales o legales, así 
como en materia de revocación de mandato; 
 
IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes 
de las autoridades competentes de las entidades federativas para 
organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que 
surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes 
para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las 
elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación 
solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional 
o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma 
de posesión de los funcionarios elegidos; 
 
V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los 
derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser 
votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 
asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta 
Constitución y las leyes. Para que un ciudadano pueda acudir a 
la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos por el 
partido político al que se encuentre afiliado, deberá haber agotado 
previamente las instancias de solución de conflictos previstas en 
sus normas internas, la ley establecerá las reglas y plazos 
aplicables; 
 
VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus 
servidores; 
 
VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto 
Nacional Electoral y sus servidores; 
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VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del 
Instituto Nacional Electoral a partidos o agrupaciones políticas o 
personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que infrinjan 
las disposiciones de esta Constitución y las leyes; 
 
IX. Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su 
conocimiento por violaciones a lo previsto en la Base III del 
artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de esta Constitución; 
a las normas sobre propaganda política y electoral, así como por 
la realización de actos anticipados de precampaña o de campaña, 
e imponer las sanciones que correspondan, y 
 
X. Las demás que señale la ley. 

 
Así, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, señala que los medios de impugnación establecidos tienen por 
objeto garantizar que todos los actos y resoluciones de las autoridades 
electorales en los procesos electorales y de consulta popular se sujeten 
invariablemente, según corresponda, a los principios de constitucionalidad y 
de legalidad. Esta Ley, establece que el sistema de medios de impugnación 
se integra por: 
 

a) El recurso de revisión, para garantizar la legalidad de actos y 
resoluciones de la autoridad electoral federal; 
 
b) El recurso de apelación, el juicio de inconformidad y el recurso 
de reconsideración, para garantizar la constitucionalidad y 
legalidad de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal; 
 
c) El juicio para la protección de los derechos político–electorales 
del ciudadano; 
 
d) El juicio de revisión constitucional electoral, para garantizar la 
constitucionalidad de actos o resoluciones definitivos y firmes de 
las autoridades competentes de las entidades federativas para 
organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que 
surjan durante los mismos; 
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e) El juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre 
el Instituto Nacional Electoral y sus servidores, y 
 
f) El recurso de revisión en contra de las resoluciones y sentencias 
emitidas en los procedimientos especiales sancionadores para 
garantizar la legalidad de actos y resoluciones de la autoridad 
electoral federal y del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 

 
De lo estipulado en la Constitución y en la Legislación antes citadas, estas 
Comisiones Dictaminadoras advierten que la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación no tiene facultades para 
conocer sobre la impugnación de actos parlamentarios. Y para reforzar lo 
establecido en nuestro sistema jurídico citado, es conveniente mencionar 
que se cuenta con dos Jurisprudencias en las que se declara que se 
excluyen de la tutela del derecho político-electoral de ser votado, los actos 
políticos correspondientes al derecho parlamentario, que a la letra dicen:  
 

Jurisprudencia 34/2013, la Sala Superior en sesión pública 
celebrada el doce de septiembre de dos mil trece, aprobó por 
unanimidad de seis votos la jurisprudencia y la declaró 
formalmente obligatoria: 

 
DERECHO POLÍTICO-ELECTORAL DE SER VOTADO. SU 
TUTELA EXCLUYE LOS ACTOS POLÍTICOS 
CORRESPONDIENTES AL DERECHO PARLAMENTARIO. 
La interpretación de los artículos 35, fracción II, 39, 41, primero y 
segundo párrafos, 115, fracción I y 116, párrafo primero, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva 
a establecer que el objeto del derecho político-electoral de ser 
votado, implica para el ciudadano, dentro de un marco de igualdad, 
tanto la posibilidad de contender como candidato a un cargo 
público de elección popular, como ser proclamado electo conforme 
con la votación emitida, lo mismo que acceder al cargo, aspectos 
que constituyen el bien protegido o tutelado jurídicamente por el 
ordenamiento. El derecho de acceso al cargo se agota, 
precisamente, en el establecimiento de las garantías y condiciones 
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de igualdad para ocupar el cargo y para el ejercicio de la función 
pública correspondiente. Sin embargo, este derecho no 
comprende otros aspectos que no sean connaturales al cargo para 
el cual fue proclamado, ni se refiere a situaciones jurídicas 
derivadas o indirectas de las funciones materiales desempeñadas 
por el servidor público. Por tanto, se excluyen de la tutela del 
derecho político-electoral de ser votado, los actos políticos 
correspondientes al derecho parlamentario, como los 
concernientes a la actuación y organización interna de los 
órganos legislativos, ya sea por la actividad individual de sus 
miembros, o bien, por la que desarrollan en conjunto a través 
de fracciones parlamentarias o en la integración y 
funcionamiento de las comisiones, porque tales actos están 
esencial y materialmente desvinculados de los elementos o 
componentes del objeto del derecho político-electoral de ser 
votado. 
 
Jurisprudencia 44/2014, la Sala Superior en sesión pública 
celebrada el veintinueve de octubre de dos mil catorce, aprobó por 
unanimidad de cinco votos la jurisprudencia y la declaró 
formalmente obligatoria: 
 
COMISIONES LEGISLATIVAS. SU INTEGRACIÓN SE REGULA 
POR EL DERECHO PARLAMENTARIO. 
La interpretación de los artículos 35, fracción II; 39; 41, primero y 
segundo párrafos; 116, párrafo primero, fracción I, y 115, fracción 
I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lleva 
a establecer, que el objeto del derecho a ser votado, implica para 
el ciudadano tanto la posibilidad de contender como candidato a 
un cargo público de elección popular, como ser proclamado electo 
conforme con la votación emitida, lo mismo que acceder al cargo. 
En ese tenor, la integración de las comisiones legislativas no 
involucra aspectos relacionados directa e inmediatamente con el 
derecho político electoral de ser votado de los actores, toda vez 
que no incide en los aspectos concernientes a la elección, 
proclamación o acceso al cargo, por lo que se regula por el derecho 
parlamentario administrativo. En esa virtud, como la designación 
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de los miembros de las comisiones legislativas es un acto que 
incide exclusivamente en el ámbito parlamentario 
administrativo, por estar relacionada con el funcionamiento y 
desahogo de las actividades internas de los Congresos, no 
viola los derechos político electorales del ciudadano en las 
modalidades de acceso y ejercicio efectivo del cargo ni en el 
de participación en la vida política del país. 
 

Por lo anterior, el criterio que ha seguido el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, a partir de diversos juicios para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano, es la exclusión de los actos 
parlamentarios, de la tutela del derecho político-electoral a ser votado.  
 
CUARTA. Por lo expresado, estas Comisiones Dictaminadoras estiman 
pertinente recordar que el Derecho Parlamentario se define como “el 
conjunto de normas que regulan la organización y funcionamiento de las 
cámaras parlamentarias, entendidas como órganos que asumen la 
representación popular de un Estado constitucional y democrático de 
Derecho y el ejercicio de sus funciones supremas.”1  
 
Efrén Chávez Hernández, manifiesta que “el derecho parlamentario es una 
rama autónoma del derecho, entendiendo por autonomía en este ámbito la 
aptitud para regirse por reglas y principios propios. Dicha autonomía implica 
la posibilidad de estudiarse de manera separada y contar con cuerpos 
normativos propios (por ejemplo, las leyes orgánicas de los congresos, así 
como los reglamentos parlamentarios).”2 
 
De lo anterior, estas Comisiones estiman pertinente mencionar lo que se 
establece en el artículo 70 constitucional, en sus párrafos segundo, tercero 
y cuarto: 
 

“… 
 

 
1 Santaolalla, Fernando, Derecho parlamentario español, Madrid, España, Espasa Calpe, 1990, p. 30. 
2 Chávez Hernández, Efrén, El derecho parlamentario estatal mexicano. Análisis y propuesta de reforma, UNAM, 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2016, p. 38.  
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El Congreso expedirá la Ley que regulará su estructura y 
funcionamiento internos. 
 
La ley determinará, las formas y procedimientos para la agrupación 
de los diputados, según su afiliación de partido, a efecto de 
garantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas 
representadas en la Cámara de Diputados. 
 
Esta ley no podrá ser vetada ni necesitará de promulgación del 
Ejecutivo Federal para tener vigencia.” 
 

Asimismo, es importante resaltar que el artículo 78 constitucional, dispone 
que durante los recesos del Congreso de la Unión actuará una Comisión 
Permanente compuesta por 37 miembros, 19 diputados y 18 senadores, 
nombrados por sus respectivas Cámaras, siendo facultad exclusiva de cada 
una de las Cámaras la elección de quienes integrarán la Comisión 
Permanente, decisión avalada por el Pleno de cada una de ellas. Así, 
también las Cámaras, a través de su Pleno deciden sobre la integración de 
comisiones ordinarias, especiales o de investigación. Estos son algunos 
ejemplos de actos parlamentarios que emiten las Cámaras a partir de sus 
facultades y se tratan de asuntos de naturaleza parlamentaria en los que no 
resulta procedente que el Tribunal Electoral pueda ejercer jurisdicción sobre 
este tipo de actos parlamentarios autónomos de carácter interno del Poder 
Legislativo Federal.  
 
Respecto de las sentencias a los juicios para la protección de los derechos 
políticos-electorales mencionados en la consideración Segunda del presente 
dictamen, se emitió voto particular en cada una de ellas, bajo los siguientes 
argumentos: 
 

En la sentencia aprobada por la mayoría se realizó un cambio de 
criterio, pues se consideró que la Sala Superior tiene competencia 
para conocer de actos parlamentarios cuando se aduzca la posible 
violación al derecho político-electoral a ser votado, en la vertiente 
de ejercicio del cargo; dejando de lado la línea jurisprudencial que 
este órgano jurisdiccional ha construido a los largo de varios años, 
en el sentido de que los actos políticos correspondientes al 
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Derecho Parlamentario están excluidos de la tutela del citado 
derecho político-electoral. 
 
… del marco constitucional y legal vigente se desprende que el 
nombramiento de las diputaciones y senadurías a integrar la 
Comisión Permanente del Congreso de la Unión es un acto 
propio del Derecho Parlamentario. 
 
No pasa inadvertido que en la sentencia se razona que la nueva 
reflexión deriva del modelo de protección de derechos humanos 
que actualmente rige en el derecho mexicano, concretamente, del 
deber de proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con el principio de progresividad; sin embargo, 
considero que dicha obligación de las autoridades no tiene el 
alcance de que un determinado órgano jurisdiccional se auto 
otorgue una competencia que la Constitución y la ley no le 
reconocen. 
 
… se consideró que el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano era procedente para controvertir 
actos y resoluciones que violaran el derecho a ser votado, así como 
la afectación al ejercicio debido del cargo. 
 
… el nombramiento de las diputaciones y senadurías para 
integrar la Comisión Permanente corresponde al Derecho 
Parlamentario, porque es un acto interno del órgano 
legislativo, que tiene que ver con el funcionamiento del Congreso 
de la Unión durante los periodos de receso, y en el que los 
integrantes de la Junta de Coordinación Política ejercen sus 
atribuciones y deberes legislativos. 
 
Aunado a ello, es importante destacar que las propuestas de las 
diputaciones y senadurías a integrar la Comisión Permanente 
surgen al seno de los grupos parlamentarios para luego ser 
votadas por el Pleno del órgano legislativo, lo que implica la 
realización de acuerdos políticos entre las distintas fracciones 
parlamentarias para decidir la integración del aludido órgano. 
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Pero lo más relevante es que, el nombramiento de las 
diputaciones y senadurías para integrar la Comisión 
Permanente se trata de una atribución que la Constitución les 
concedió expresamente a las cámaras del Congreso de la 
Unión en el artículo 78 constitucional. 
 
Ello significa que se trata de un acto que corresponde 
exclusivamente al Poder Legislativo en ejercicio de su 
soberanía y autonomía; por tanto, estamos ante un acto que es 
inmune al escrutinio judicial para preservar el equilibrio entre 
los Poderes de la Unión. 
 
… el acto impugnado corresponde al tipo de actos 
parlamentarios que, por ser propios de la labor legislativa, de 
naturaleza puramente política y que están vedados en la 
Constitución exclusivamente al Poder Legislativo, no pueden 
ser revisables en sede judicial, dado que la intromisión de un 
órgano jurisdiccional podría poner en entredicho el modelo 
constitucional mexicano y el equilibrio entre poderes al 
afectar la autonomía del citado Poder de la Unión. 
 
… la postura tan amplia que se adopta en la sentencia implica la 
apertura de la vía electoral en un sentido tal, que puede darse la 
presentación masiva de asuntos promovidos por integrantes de los 
órganos legislativos para impugnar cualquier acto que se suscite al 
interior de las Cámaras, alegando la vulneración de su derecho a 
ser votados, y los tribunales electorales tendrán que analizarlos en 
todos los casos. 
 
En la sentencia aprobada por la mayoría se arrogó una 
competencia que ni la Constitución ni la ley le reconocen a 
este Tribunal Electoral. 
 
… se trata de un acto autónomo soberano reconocido así en la 
Constitución General, pues la parte actora se queja de que se les 
excluyó de integrar la Comisión Permanente, cuestión que es 
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exclusiva de las cámaras del Congreso de la Unión, en el 
ámbito de sus atribuciones. 
 
…debió prevalecer el criterio reiterado de esta Sala Superior 
y, por tanto, se debió declarar la improcedencia de los medios 
de impugnación, porque los juicios y recursos previstos en la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral no son la vía idónea para controvertir actos 
relacionados con la organización interna y el funcionamiento 
del Congreso de la Unión y de la actividad parlamentaria, 
como lo es la integración de la Comisión Permanente. 

 
QUINTA. Las senadoras y senadores integrantes de las Comisiones 
Dictaminadoras estimamos procedente la adición a la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, para fortalecerla 
en el sentido de precisar que el órgano jurisdiccional en materia electoral no 
podrá conocer de impugnaciones en contra de actos de naturaleza 
parlamentaria del Congreso de la Unión, su Comisión Permanente o 
cualquiera de sus Cámaras, emitido por sus órganos de gobierno, como los 
concernientes a la integración, organización y funcionamiento internos de 
sus órganos y comisiones legislativas, bajo las siguientes razones: 
 

• El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación no puede 
otorgarse competencias que la Constitución y la ley no le reconocen. 
 

• Los actos parlamentarios son actos autónomos reconocidos en la 
Constitución y que corresponden a facultades exclusivas de las 
Cámaras del Congreso de la Unión. 
 

• Los actos parlamentarios quedan excluidos de la tutela del juicio de 
protección de derechos políticos-electorales, de conformidad con la 
Constitución, la Ley y criterios jurisprudenciales ya establecidos. 
 

• Ante la revisión de los actos parlamentarios por parte de la autoridad 
jurisdiccional electoral, se vulnera el principio de división de poderes, 
señalado en nuestra Constitución. 
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Por lo antes señalado, las Comisiones Unidas consideran que la adición 
propuesta no contraviene disposiciones normativas y su finalidad es 
determinar la materia excluyente de la tutela del juicio de protección de 
derechos políticos-electorales.  
 
Por ello, asumimos en sus términos los argumentos y planteamientos 
íntegros de la minuta, ya que lo que en ella propone la Colegisladora es 
fortalecer la Ley en el marco de los actos de derecho parlamentario, 
instituyendo límites a la actividad jurisdiccional para no afectar los derechos 
y la esfera jurídica del Poder Legislativo.   
 
 

IV.TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRANSITORIO 
 
Con base en el análisis de la propuesta y en virtud de las consideraciones 
vertidas, las y los integrantes de estas Comisiones Unidas de Gobernación 
y de Estudios Legislativos, Segunda estimamos procedente aprobar la 
minuta en sus términos; por lo que sometemos a la consideración del 
Pleno de la Cámara de Senadores, el siguiente proyecto de: 
 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN INCISO H) AL NUMERAL 1 
DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS 

DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL 
 
 
Artículo Único.- Se adiciona un inciso h) al numeral 1 del artículo 10 de la 
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
para quedar como sigue: 
 
Artículo 10.  
1. … 
 
a) a e) … 
 
f) Cuando en el medio de impugnación se solicite, en forma exclusiva, la no 
aplicación de una norma general en materia electoral, cuya validez haya sido 
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declarada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos de 
la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 
 
g) Cuando se pretenda impugnar resoluciones dictadas por las Salas del 
Tribunal en los medios de impugnación que son de su exclusiva 
competencia, y 
 
h) Cuando se pretenda impugnar cualquier acto parlamentario del 
Congreso de la Unión, su Comisión Permanente o cualquiera de sus 
Cámaras, emitido por sus órganos de gobierno, como los 
concernientes a la integración, organización y funcionamiento internos 
de sus órganos y comisiones legislativas.  
 

Transitorio 
 
Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
 
Salón de Sesiones del Senado de la República a los quince días del mes de 
marzo de 2022. 
 

































Reunión Ordinaria de las Comisiones Unidas 
de Gobernación y Estudios Legislativos, 

Segunda. 
15 de marzo de 2022. 

 
 

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE 
GOBERNACIÓN Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, 
SEGUNDA A LA MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE SE ADICIONA UN INCISO H) AL NUMERAL 1 
DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. 

Votación  

Estudios Legislativos, Segunda 

Senador (a) A favor En contra Abstención 

 
 
 

Sen. María 
Merced 

González 
González 

 
     

 
 
 
 

  

  

 

 

 

 

 

 





Reunión Ordinaria de las Comisiones Unidas de 
Gobernación y Estudios Legislativos, 

Segunda.
15 de marzo de 2022.

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE 
GOBERNACIÓN Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, 
SEGUNDA A LA MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE SE ADICIONA UN INCISO H) AL NUMERAL 1 
DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL.

Votación 

Estudios Legislativos, Segunda

Senador (a) A favor En contra Abstención

Sen. José 
Antonio Cruz 
Álvarez Lima

    



COMISIÓN DE GOBERNACIÓN 
LXV Legislatura 

 
  
 
 
 
LISTA DE VOTACIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE 
GOBERNACIÓN Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, A LA MINUTA 
CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN INCISO H) AL 
NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL; REUNIÓN ORDINARIA 
SEMIPRESENCIAL DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN Y DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, DEL 15 DE MARZO DE 2022, A LAS 
18:30 HORAS, EN LAS SALAS 5 Y 6 DE LA PLANTA BAJA DEL EDIFICIO 
HEMICICLO Y A TRAVÉS DE LA PLATAFORMA DIGITAL CISCO WEBEX 
MEETINGS. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Sen. Eunice Renata 
Romo Molina 

 
Integrante 

SENTIDO DEL VOTO 

A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN 
 

 

 
 

 

  
 
 
 
 
 
 
 


